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¿ES POSIBLE EL ARBITRAJE DE CONSUMO PARA 
RESOLVER LAS CONTROVERSIAS ENTRE EMPRESAS 

PRESTADORAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DE 
TELECOMUNICACIONES Y LOS CONSUMIDORES?

Alejandro Moscol Salinas1 

RESUMEN 

El procedimiento administrativo de reclamación ha prevalecido como mecanismo de solución de 
las controversias entre las empresas operadoras de servicios públicos de telecomunicaciones y sus 
usuarios. Sin embargo, según la política pública de protección del consumidor establecida en el 
Código de Protección y Defensa del Consumidor, se pueden implementar mecanismos alternati-
vos para una mejor tutela de los consumidores. 

En el presente trabajo se explora la posibilidad de que se implemente el arbitraje de consumo 
para resolver estas controversias, y se identifican las ventajas y las desventajas del modelo actual 
de reclamación administrativa y del arbitraje de consumo. Se abre un espacio académico cuyo 
objeto es mostrar que el modelo procedimental actual puede revisarse y que existen otras formas 
de solución de conflictos y tutela del consumidor. 

Palabras clave: Telecomunicaciones, servicios públicos, arbitraje, consumo, procedimiento ad-
ministrativo.

ABSTRACT

The administrative claim procedure has prevailed as a mechanism for resolving disputes between 
the operating companies of public telecommunications services and its users. However, in accor-
dance with the Public Policy for consumer protection established in the Consumer Protection and 
Defense Code, alternative mechanisms can be implemented for better protection of consumers.

1 Lo expuesto en el presente trabajo es a título personal. 
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This paper explores the possibility of implementing consumer arbitration to resolve these dispu-
tes, and identifies the advantages and disadvantages of the current model of administrative claims 
and consumer arbitration. An academic space is opened with the purpose of showing that the 
current procedural model can be reviewed and that there are other forms of conflict resolution 
and consumer protection.

Keywords: Telecommunications, public services, arbitration, consumption, administrative pro-
cedure.

INTRODUCCIÓN 

El Código de Protección y Defensa del Consu-
midor, aprobado por la Ley 29571, incorporó 
el arbitraje de consumo como un nuevo me-
canismo de solución de controversias entre los 
proveedores de bienes y servicios y los consumi-
dores. Este mecanismo alternativo al procedi-
miento administrativo sancionador en materia 
de consumo se ha desarrollado desde 2010 bajo 
el ámbito del Instituto Nacional de Defensa de 
la Competencia y de la Protección de la Propie-
dad Intelectual (Indecopi) y a través del trabajo 
de la Junta Arbitral de Consumo Piloto. 

El presente trabajo presenta al arbitraje de con-
sumo en general. Identifica sus características 
y el proceso arbitral. Además, analiza la via-
bilidad legal de la utilización del arbitraje de 
consumo para resolver las controversias entre 
los proveedores de servicios públicos de tele-
comunicaciones (también denominados em-
presas prestadoras de servicios públicos de te-
lecomunicaciones) y los abonados y usuarios 
de estos servicios. 

Para ello, se comparará el régimen jurídico 
administrativo del procedimiento de atención 
y solución de reclamos de usuarios en la vía 
administrativa (ante la empresa operadora y 
el Tribunal Administrativo de Solución de 
Reclamos de Usuarios, Trasu del Organismo 
Supervisor de Inversión Privada en Telecomu-
nicaciones, Osiptel) y el proceso arbitral de 
consumo. Asimismo, se identificarán las ven-

tajas y desventajas del modelo alternativo del 
arbitraje de consumo. 

1. EL ARBITRAJE DE CONSUMO COMO 
MECANISMO DE TUTELA DE LOS 
CONSUMIDORES

1.1. La tutela del consumidor conforme al 
mandato constitucional

La tutela de los consumidores y usuarios se 
enmarca en el mandato del artículo 65 de la 
Constitución Política hacia el Estado, que 
comprende a todos los poderes públicos y ni-
veles de gobierno. Este mandato es de defensa 
del interés de los consumidores y usuarios. La 
Constitución Política establece que se garanti-
za el derecho a la información sobre los bienes 
y servicios y una protección especial para tute-
lar la salud y la seguridad de la población. 

En la Sentencia del Tribunal Constitucional 
recaída en el Expediente 008-2003-AI/TC2, 
esta autoridad jurisdiccional afirma que el con-
sumidor o usuario es el fin de toda actividad 
económica. La actividad que desarrollen las 
empresas en el ámbito de la iniciativa privada y 
las libertades de empresa, comercio e industria 
debe considerar que quien utiliza los bienes y 

2 Expediente 008-2003-AI/TC (Proceso de Inconstitucio-
nalidad seguido por Nesta Brero contra el Decreto de 
Urgencia 140-2001, que estableció un régimen de precios 
mínimos para el transporte terrestre nacional e internacio-
nal). Fundamentos 27 y siguientes de esta sentencia. 
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servicios para satisfacer sus necesidades y en 
su propio bienestar son los consumidores. En 
este sentido, el consumidor adquiere, utiliza y 
disfruta de bienes y servicios en el marco de la 
actividad económica desarrollada bajo la eco-
nomía social de mercado. 

Las relaciones de consumo se establecen así con 
los proveedores, siendo independiente —como 
señala el Tribunal Constitucional en la indica-
da sentencia— de si el proveedor está sujeto a 
un régimen público o privado. Esta afirmación 
está referida a que en el mercado concurre tan-
to la oferta de bienes y servicios por empresas 
privadas como empresas públicas. Estas últimas 
sujetas al régimen de una iniciativa pública bajo 
el principio de subsidiariedad. La tutela del con-
sumidor es un mandato exigible tanto a provee-
dores de bienes o servicios independientemente 
de si son públicos o privados. 

En el marco de esta protección no solo se es-
tablece un principio rector de la actuación 
del Estado para la tutela del consumidor, sino 
también un derecho subjetivo en el consumi-
dor, de manera que los consumidores y usua-
rios tienen la facultad de realizar las acciones 
para la defensa de sus intereses cuando estos se 
vean amenazados o vulnerados. Este derecho 
es tanto para exigir al Estado la tutela de su 
condición de consumidor o usuario como para 
actuar frente al proveedor ante las amenazas o 
vulneración de derechos legítimos. Esta tutela 
en el ámbito subjetivo y bajo el principio pro 
asociativo3 alcanza a una actuación de los con-

3 Bajo el principio Pro Asociativo, el Estado facilita la actua-
ción de las asociaciones de consumidores o usuarios en un 
marco de actuación responsable y con sujeción a lo previs-
to en el presente código. Ello se encuentra regulado en el 
numeral 7 del artículo V del Título Preliminar del Código 
de Protección y Defensa del Consumidor. También fue 
reconocido por el Tribunal Constitucional en la senten-
cia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente 
3315-2004.AA/TC (Agua Pura Rovic S. A. C.). En esta 
sentencia, se señaló que, bajo este principio, se facilita la 

sumidores no solo personal, sino también de 
manera asociativa, a través de las denominadas 
asociaciones de consumidores. 

1.2. El Código de Protección y Defensa del 
Consumidor 

Es la norma que, luego de la Constitución Polí-
tica, establece el régimen jurídico para la protec-
ción y defensa de los consumidores. Ello bajo el 
marco del artículo 65 de la Constitución Políti-
ca y la economía social de mercado. Este código 
se caracteriza porque considera los derechos de 
los consumidores, los principios de la tutela del 
consumidor, las políticas públicas de tutela del 
consumidor, el régimen general y especial de la 
tutela del consumidor, los procedimientos ad-
ministrativos sancionadores de tutela del con-
sumidor, el régimen de la responsabilidad de los 
proveedores y el arbitraje de consumo. 

Para el presente trabajo, en la medida que está 
referido al arbitraje de consumo, mencionaré 
la Sexta Política Pública, por la cual el Estado 
garantiza la existencia de mecanismos eficaces 
y expeditivos para la solución de conflictos en-
tre proveedores y consumidores. Esta política 
traza las siguientes líneas, para la implementa-
ción de estos mecanismos: 

• Que los proveedores atiendan y solucionen 
directamente y de manera célere los recla-
mos de los consumidores. 

• Que existen mecanismos alternativos de 
solución de las controversias4. Los cono-

creación y actuación de asociaciones de consumidores o 
usuarios, a efectos de que estos puedan defender corpora-
tivamente sus intereses.

4  Tener en cuenta el énfasis en los medios alternativos de 
solución de controversias, porque los medios son más am-
plios: negociación, mediación, conciliación, arbitraje, pro-
ceso judicial (García Montufar, 2001). 
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cidos mecanismos alternativos de solución 
de controversias (MARC) son vías posi-
bles para solucionar las controversias entre 
proveedores y consumidores. Entre ellos, 
tenemos la mediación, la conciliación y el 
arbitraje de consumo. 

• Que los procedimientos administrativos y 
judiciales sean ágiles, de fácil acceso y efica-
ces para la resolución de conflictos y la re-
paración de los daños. Según lo que se ana-
lizará, en el ámbito de los servicios públicos 
de telecomunicaciones el sistema utilizado 
es del procedimiento administrativo trila-
teral, con instancias administrativas, y con 
un acto administrativo revisable mediante 
el proceso contencioso administrativo. 

• Que existan sistemas de autorregulación, es 
decir, que los mismos proveedores puedan 
implementar mecanismos que, en su pro-
pio ámbito de autonomía, solucionen los 
problemas que enfrenten a los proveedores 
con los consumidores. 

En el acápite siguiente presentaré la regulación 
del arbitraje de consumo a partir de lo dispues-
to por el Código de Protección y Defensa del 
Consumidor y el Reglamento del Sistema de 
Arbitraje de Consumo, aprobado por Decreto 
Supremo 103-2019-PCM5. 

1.3. La regulación del arbitraje de consumo
El Código de Protección y Defensa del Con-
sumidor regula el Sistema de Arbitraje de 
Consumo. Establece que debe constituirse en 
el mecanismo para resolver las controversias 
entre consumidores y proveedor6. Atribuye las 

5  Publicado en el diario oficial El Peruano el 29 de mayo de 
2019. 

6 5. Tener en cuenta que la regulación inicial del arbitraje de 
consumo, aprobada por el primer Reglamento del Sistema 
de Arbitraje de Consumo (Decreto Supremo 046-2011-
PCM, del 24 de mayo de 2011) no estuvo exenta de con-

características siguientes: debe ser sencillo, gra-
tuito, rápido y vinculante7. 

Acerca de la «sencillez», se refiere a la simpli-
cidad, lo cual también se atribuye al proce-
dimiento administrativo. Así, no debe ser un 
procedimiento complejo y los requisitos que se 
exijan deben ser legales y sobre todo razonables 
para resolver una controversia de consumo. La 
«gratuidad» es el atributo que implica que el 
proceso arbitral no genera costos, al menos de 
carácter administrativo —respecto de la ad-
ministración del arbitraje a cargo de las juntas 
arbitrales de consumo— ni respecto de los ho-
norarios a los árbitros. Ello no quiere decir que 
los árbitros no perciban un monto por hono-
rarios, sino que este será asumido por la Junta 
Arbitral de Consumo correspondiente.

La «celeridad» es el atributo que corresponde a 
la rapidez. El proceso arbitral debe ser tramitado 
con una dinámica en la cual no haya actuacio-
nes innecesarias ni se presenten dilaciones que 
alejen el proceso de su finalidad e impidan que 
el pronunciamiento sea emitido en un plazo ra-
zonable. El carácter «vinculante» es el atributo 
más reconocido en el arbitraje de consumo en 
la medida que al emitirse en el marco de la fun-
ción jurisdiccional el laudo arbitral vincula a las 
partes y constituye cosa juzgada. 

El Sistema de Arbitraje de Consumo funciona 
a través de la Dirección de la Autoridad Nacio-
nal de Protección del Consumidor, las juntas 
arbitrales de consumo y los tribunales arbitra-
les. Cabe señalar que el Indecopi es la Autori-

troversia. Se consideraba que la organización del sistema, 
con juntas arbitrales de consumo y órganos arbitrales, te-
nía fallas importantes, de carácter estructural (Del Águila, 
2014).

7 Para mayor estudio de las características del arbitraje de 
consumo, en cuanto a la sencillez, celeridad, gratuidad, 
unidireccionalidad, y carácter vinculante, ver Ríos, 2016; 
Valencia, 2017; Espinoza, 2011; y Rejanovinschi, 2015.
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dad Nacional de Protección del Consumidor y 
en su estructura administrativa actúa a través 
de la dirección mencionada.

El Indecopi ha constituido una junta arbitral 
de consumo piloto para la promoción e im-
plementación del arbitraje de consumo y el 
Reglamento del Sistema de Arbitraje de Con-
sumo permite que se puedan constituir más 
juntas arbitrales de consumo, en coordinación 
con los gobiernos subnacionales (regionales 
y locales) y además con entidades o personas 
jurídicas de derecho público del lugar don-
de se constituyan. Es decir, la posibilidad de 
constituir juntas arbitrales de consumo alcanza 
también a otras entidades de la administración 
pública, las cuales incluyen aquellas que tienen 
competencias en materia de protección del 
consumidor en un ámbito sectorial, como los 
servicios públicos de telecomunicaciones. 

A continuación, desarrollamos las características 
del arbitraje de consumo y del proceso arbitral.

Es voluntario. El sometimiento del proveedor 
y del consumidor del arbitraje de consumo es 
voluntario. Este sometimiento puede ser rea-
lizado para cada controversia que se presente 
o puede el proveedor o las organizaciones em-
presariales adherirse al Sistema de Arbitraje de 
Consumo. Esta adhesión, calificada por la nor-
ma como una oferta pública de sometimiento 
al arbitraje de consumo8, implica que el pro-
veedor o la organización empresarial expresa 
su compromiso a que las controversias que se 
presenten con sus consumidores serán resuel-
tas mediante el arbitraje de consumo. 

La adhesión de los proveedores puede ser 
limitada. En 2019, con la emisión del nue-
vo Reglamento del Sistema de Arbitraje de 

8  Artículo 23.2 del Reglamento del Sistema de Arbitraje de 
Consumo. 

Consumo, se incorporó la figura de la adhe-
sión, la cual puede sea limitada. Esta adhesión 
limitada busca incentivar que los proveedores 
se acojan al arbitraje de consumo, delimitan-
do en función a su propio interés, el monto 
de las indemnizaciones que están dispuestos a 
asumir y/o los productos o servicios sobre los 
que quiere someterse al arbitraje9. 

Cuando se limite el monto de la indemnización, 
esta alcanzará los conceptos de daño emergente 
y/o lucro cesante. Sin embargo, si el consumi-
dor pretende una indemnización por daño a la 
persona y daño moral, deberá acudir al Poder 
Judicial, y no vía el arbitraje de consumo.

El laudo arbitral produce los efectos de cosa 
juzgada. El laudo arbitral es el pronuncia-
miento que resuelve la controversia entre el 
proveedor y el consumidor. Conforme al artí-
culo 59 del Decreto Legislativo 1071, Decreto 
Legislativo que Norma el Arbitraje, el laudo es 
definitivo, inapelable y de obligatorio cumpli-
miento y produce los efectos de cosa juzgada. 

Cabe preguntarse en qué medida el someti-
miento al arbitraje de consumo incide en la 
facultad de un consumidor para acogerse a las 
otras vías dispuestas por el ordenamiento ju-
rídico para la tutela de su interés. Sobre este 
particular, el consumidor podría pretender de-
nunciar al proveedor a través de la vía del pro-
cedimiento administrativo ordinario de pro-
tección del consumidor o pretender acogerse a 
las medidas correctivas que la autoridad dicte 
en el marco de un procedimiento administra-
tivo general de protección del interés público. 

Al respecto, a fin de generar predictibilidad e 
incentivos a la utilización del arbitraje de con-
sumo, el Código de Protección y Defensa del 

9  Artículo 23.4 del Reglamento del Sistema de Arbitraje de 
Consumo. 
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Consumidor hace bien en restringir las vías 
que puede utilizar el consumidor. Así, si optó 
por someterse al arbitraje de consumo, no pue-
de pretender iniciar un procedimiento arbitral 
por infracción a las normas del citado código, 
o no puede pretender beneficiarse de aquellas 
medidas correctivas, por ejemplo, las medidas 
reparadoras, que dictara la autoridad en un 
procedimiento en general que se siga contra el 
proveedor por la misma infracción10. 

Proceso arbitral. El proceso está a cargo de un 
tribunal arbitral, el cual está formado por uno o 
tres árbitros elegidos del Registro Único de Ár-
bitros administrado por la Autoridad Nacional 
de Protección del Consumidor. La opción del 
reglamento ha sido que la controversia sea re-
suelta por un tribunal arbitral con árbitro úni-
co. Es posible que el proveedor y el consumidor 
pacten por un tribunal arbitral colegiado de tres 
árbitros, siempre que la cuantía supere las tres 
unidades impositivas tributarias (UIT)11. 

El arbitraje de consumo es un arbitraje institu-
cional y de derecho. Las partes pueden pactar 
expresamente que el laudo sea de equidad o 
conciencia. 

El consumidor es el que presenta la solicitud 
de inicio de arbitraje, la cual, una vez admiti-
da, es trasladada al proveedor demandado para 
que presente su contestación. El Tribunal fija 
los puntos controvertidos y cuando lo conside-
re, puede citar a las partes a una audiencia úni-
ca, en la cual se puede conciliar, se actúan los 
medios probatorios y se presentan los alegatos. 

Existe libre facultad de aportar los medios pro-
batorios —sujeto naturalmente a su proceden-

10  Artículo 145 del Código de Protección y Defensa del 
Consumidor. 

11  Artículo 13.1 del Reglamento del Sistema de Arbitraje de 
Consumo.

cia y pertinencia— así como el Tribunal Ar-
bitral realiza una apreciación razonada de los 
medios probatorios. Los árbitros son los que 
determinan su propia competencia y en caso 
de formularse una excepción, oposición o soli-
citud de suspensión, el Tribunal Arbitral es el 
que decide resolver de manera previa o cuando 
laude. El plazo para emitir el laudo es de 45 
días hábiles desde que se admite la petición de 
arbitraje12. 

2. EL PROCEDIMIENTO PARA RESOLVER 
LAS CONTROVERSIAS ENTRE LAS 
EMPRESAS OPERADORAS DE SER-
VICIOS PÚBLICOS DE TELECOMU-
NICACIONES Y LOS ABONADOS Y 
USUARIOS

En el marco de su potestad normativa, el Osip-
tel aprobó, mediante Resolución de Consejo 
Directivo 047-2015-CD-Osiptel, el Regla-
mento para la Atención de Reclamos de Usua-
rios de Servicios Públicos de Telecomunicacio-
nes. Esta norma estableció las disposiciones 
que, con carácter obligatorio, deben aplicar las 
empresas operadoras de servicios públicos de 
telecomunicaciones para atender los reclamos 
que presenten sus usuarios. 

El modelo de solución de conflictos adoptado 
por el Osiptel se sustenta en el artículo 74 del tex-
to único ordenado (TUO) de la Ley de Teleco-

12 De conformidad con los artículos 41.2 y 41.3 del Regla-
mento del Sistema de Arbitraje de Consumo, cuando el 
Tribunal determine el otorgamiento de indemnizaciones 
«debe verificar que se ha producido un menoscabo patri-
monial o personal al consumidor, para lo cual puede re-
querir al proveedor la presentación de determinados me-
dios probatorios en caso los ofrecidos por el consumidor 
no resulten suficiente». Asimismo, en cuanto a los gastos 
por la actuación de pruebas en el proceso arbitral, estos 
son asumidos en partes iguales. El Tribunal Arbitral puede 
determinar algo diferente. 
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municaciones, aprobado por Decreto Supremo 
013-93-TCC, que establece que toda empresa 
que preste servicios públicos de telecomunica-
ciones debe establecer una vía expeditiva para 
atender los reclamos que presenten los usuarios. 
Corresponde al Osiptel atender aquellos casos en 
que los reclamos sean denegados por las empresas 
prestadoras de servicios públicos. 

Bajo esta línea, se presenta la principal caracte-
rística de las reclamaciones en el sector de los 
servicios públicos de telecomunicaciones, la 
vía administrativa previa ante las empresas es 
obligatoria. Ello significa que el usuario debe 
primero recurrir a la empresa operadora antes 
de solicitar la intervención procedimental del 
Tribunal (Trasu).

Este procedimiento administrativo de solución 
de controversias entre empresas operadoras y 
usuarios se caracteriza además por lo siguiente:

• Está sujeto a instancias que califican como 
administrativas. Una primera instancia ante 
la empresa prestadora. Aquí se sigue lo dis-
puesto por el inciso 8) del artículo I del Tí-
tulo Preliminar del Texto Único Ordenado 
de la Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado por Decreto Supremo 
004-2019-JUS. Y una instancia recursiva, 
ante el Trasu, órgano colegiado del Osiptel.

• El procedimiento ante las dos instancias es 
gratuito. 

• No existe defensa cautiva en el procedi-
miento. La intervención de un abogado es 
facultativa.

• La empresa operadora no puede condicio-
nar la atención del reclamo del usuario al 
pago previo del monto reclamado. 

• Se habilita a que la empresa operadora esta-
blezca mecanismos para solucionar las recla-

maciones de los usuarios con anterioridad al 
inicio del procedimiento de reclamo.

• Las reclamaciones pueden versar sobre las 
siguientes materias: facturación; cobros; 
calidad o idoneidad en la prestación del 
servicio; veracidad de la información brin-
dada por la empresa operadora al usuario; 
falta de entrega del recibo o de la copia 
del recibo o de la facturación detallada 
solicitada por el usuario; incumplimien-
to de ofertas y promociones vinculadas a 
la prestación del servicio público de tele-
comunicaciones; suspensión, corte o baja 
injustificada del servicio; instalación o acti-
vación del servicio; baja o desactivación del 
servicio; traslado del servicio; problemas en 
el acceso al servicio mediante sistemas de 
tarjetas de pago; contratación no solicita-
da; incumplimiento de los derechos reco-
nocidos en la normativa sobre usuarios de 
servicios públicos de telecomunicaciones; 
cualquier materia relacionada directamen-
te con la prestación del servicio. 

• La presentación del reclamo y del recurso 
ante el Trasu suspende la ejecución de los 
actos reclamados.

• Se aplica el silencio administrativo positi-
vo, de manera que, si la empresa operado-
ra no resuelve la reclamación o notifica la 
misma dentro del plazo, se entiende que ha 
sido resuelto favorablemente. 

• Se pueden presentar acuerdos concilia-
torios y transacciones para solucionar las 
controversias entre la empresa operadora y 
los usuarios. 

• La resolución que emite el Trasu agota la 
vía administrativa, pudiendo interponerse 
una demanda contenciosa administrativa 
ante el Poder Judicial. 
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Como se aprecia, la opción del legislador de 
habilitar un sistema de reclamaciones y suje-
tarlas a las reglas del procedimiento adminis-
trativo, contiene reglas favorables para la tu-
tela de los abonados y usuarios de los servicios 
públicos de telecomunicaciones. Sin embargo, 
esta opción procedimental no restringe que se 
puedan utilizar otros mecanismos de resolu-
ción de conflictos entre las empresas operado-
ras y sus usuarios. Incluso para determinados 
supuestos, un mecanismo alternativo puede 
otorgar una mejor tutela para los consumido-
res en términos de solución del conflicto y la 
celeridad con la que se resuelve. 

3. DE LA POSIBILIDAD DE INCORPORAR EL 
ARBITRAJE DE CONSUMO PARA RESOLVER 
LAS CONTROVERSIAS ENTRE LAS 
EMPRESAS OPERADORAS DE SERVICIOS 
PÚBLICOS DE TELECOMUNICACIONES Y 
LOS ABONADOS Y USUARIOS

Según lo desarrollado en los puntos anteriores, 
se puede afirmar que tanto el procedimiento de 
reclamación administrativa como el proceso ar-
bitral de consumo son beneficiosos, pero tam-
bién tienen algunas dificultades que enumerare-
mos en las líneas siguientes. Asimismo, se debe 
anotar que ambas vías constituyen mecanismos 
de solución de los conflictos, en principio, ex-
cluyentes, pero a su vez complementarias en el 
marco de la tutela del consumidor, en tanto en 
determinados supuestos el consumidor podría 
preferir una u otra de las vías. 

El procedimiento administrativo de reclamación 
tiene la ventaja de ser un procedimiento sencillo 
y gratuito. En ello coincide con el proceso arbi-
tral de consumo. Sin embargo, el creciente nú-
mero de reclamaciones administrativas ocasiona 
que se presente una alta carga de procedimien-
tos de reclamación en trámite ante las empresas 

operadoras y el Trasu, lo cual puede devenir en 
la demora en resolver o la comisión de errores. 
Independientemente de que se pueden revisar 
las causas en el servicio prestado que ocasiona 
el incremento del número de reclamaciones y 
la insatisfacción de los consumidores, se aprecia 
un alto costo administrativo en la tramitación 
de estos procedimientos de reclamación. 

Ambos mecanismos coinciden en la elimina-
ción de la defensa cautiva, lo cual facilita el 
acceso y la atención de los conflictos entre em-
presas operadoras y usuarios. 

La principal ventaja del arbitraje de consumo es 
que resuelve la controversia de forma definitiva, 
en tanto el laudo arbitral constituye cosa juzga-
da, y no hay posibilidad de revisión en ninguna 
instancia administrativa ni judicial, con excep-
ción del proceso de nulidad de laudo arbitral 
en supuestos muy excepcionales. Sin embargo, 
el procedimiento administrativo de reclamación 
está sujeto a reglas de instancias administrativas 
y de agotamiento de la vía administrativa. Es 
decir, el usuario debe seguir un procedimiento 
administrativo en dos instancias administrati-
vas, pero no obtiene una decisión que constitu-
ya cosa juzgada, es un acto firme (cuando no se 
interpone el recurso administrativo) o que agota 
la vía administrativa, pero susceptible de ser re-
visado en la vía judicial. 

La resolución que expide el Trasu puede ser re-
visada a nivel judicial y ello puede conllevar 
que el conflicto entre el usuario y la empresa 
operadora se extienda a las dos instancias judi-
ciales y, eventualmente, a casación. A diferen-
cia del laudo arbitral que define la controversia 
en una sola instancia y en forma definitiva. 

El arbitraje de consumo puede incluir como 
pretensión el pago de una indemnización. Sin 
embargo, en el procedimiento administrativo 
de reclamación no es posible incorporar una 
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pretensión indemnizatoria13. La reclamación 
se circunscribe a los conceptos materia de re-
clamación, de manera que una pretensión con 
contenido económico, como una facturación 
indebida, será atendida disponiendo que la 
empresa operadora devuelva el dinero paga-
do por el usuario o que no le puede exigir el 
pago de la facturación indebida. El arbitraje de 
consumo permite que se cumpla el principio 
indemnizatorio14, habilitándose incluso la ad-
hesión limitada por la cual el proveedor adhe-
rido limita el monto de la indemnización en 
cuanto al resarcimiento del daño emergente y 
el lucro cesante. 

El sistema de arbitraje de consumo funciona 
en tanto exista un acuerdo de sometimiento al 
arbitraje del proveedor y el consumidor. En el 
caso del procedimiento administrativo de re-
clamación, el sometimiento es obligatorio para 
la empresa operadora y el usuario. Constituye 
la vía administrativa previa para poder recurrir 
luego al Poder Judicial. 

Es decir, la reclamación administrativa es un 
derecho del consumidor y una obligación de la 
empresa operadora, tanto de atender la recla-
mación presentada y luego de cumplir con lo 

13  En el marco de las reclamaciones administrativas, las in-
demnizaciones se determinan en la vía judicial. El artículo 
251.1 del TUO de la Ley del Procedimiento Administra-
tivo General establece la compatibilidad de las sanciones 
administrativas con el dictado de medidas correctivas, o 
la reparación de la situación alterada y con la indemniza-
ción por los daños y perjuicios ocasionados. Estos últimos 
son determinados en el proceso judicial correspondiente. 
Si bien el citado artículo está referido a la responsabilidad 
administrativa, el razonamiento se puede extender para el 
caso de las controversias entre proveedor y consumidor 
que no tienen naturaleza sancionadora. 

14  Valencia resalta que el arbitraje de consumo permite el 
Principio de Restitutio in Integrum o Principio Indemniza-
torio. Cita las sentencias 3315-2004-AA/TC (antes citada 
en este trabajo) y 1865-2010-PA/TC, siendo mandato del 
Estado resguardar el resarcimiento por los daños causados 
por el proveedor a los consumidores (Valencia, 2017). 

que resuelva el Trasu. En cambio, en el arbitra-
je de consumo, se requiere la voluntad expresa 
de la empresa operadora y del consumidor. En 
este sentido, en un mercado como el de servi-
cios públicos de telecomunicaciones, se debe 
lograr que los prestadores de estos servicios se 
sometan voluntariamente al arbitraje de con-
sumo en cuanto valoren positivamente las ven-
tajas de su utilización. 

Existen ventajas y desventajas del arbitraje de 
consumo y del procedimiento de atención y 
solución de reclamos de usuarios ante las em-
presas prestadoras de servicios públicos de te-
lecomunicaciones. Sin embargo, la posibilidad 
de que pueda utilizarse el arbitraje de consu-
mo significa una alternativa jurídicamente 
viable para la solución de determinadas con-
troversias. Una vía sencilla, célere, vinculante, 
gratuita, definitiva, que actualmente no se ha 
desarrollado normativamente en el ámbito de 
la tutela de los usuarios y abonados de servicios 
públicos de telecomunicaciones. 

Esta vía del arbitraje de consumo es acorde 
con la Sexta Política Pública del Título Preli-
minar del Código de Protección y Defensa del 
Consumidor, en tanto constituye un mecanis-
mo alternativo de solución de controversias, 
posibilita la solución célere de la controversia 
y la reparación de los daños. Actualmente, la 
normativa en materia de telecomunicaciones 
permite los acuerdos conciliatorios y la tran-
sacción, y no excluye el arbitraje, pero no se 
cuenta con un marco legal que lo promueva o 
desarrolle en el ámbito del consumo. 

El arbitraje se ha previsto expresamente para 
la solución de las controversias entre empresas 
operadoras. Sin embargo, no ha sido utilizado 
por las empresas operadoras de servicios pú-
blicos para resolver sus controversias. No se 
identifican procesos o laudos arbitrales que en 
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número denoten un amplio uso de este meca-
nismo15. Con lo cual se aprecia la ventaja que 
el Osiptel tiene la estructura institucional que 
posibilita la constitución de una junta arbitral 
de consumo para las controversias entre em-
presas operadoras y usuarios, en tanto el arbi-
traje de consumo es institucional. 

Asimismo, también es favorable que el funcio-
namiento del arbitraje de consumo sea a través 
de un tribunal arbitral con un árbitro único 
en la medida que facilita la conformación del 
Tribunal y reduce los costos de los honorarios 
arbitrales que asume la Junta de Arbitraje de 
Consumo. De igual manera, el arbitraje me-
diante mecanismos virtuales16 puede promover 
su mayor utilización y aplicación a nivel na-
cional, disminuyendo los costos de su admi-
nistración (tanto para el Estado como para los 
administrados). 

Finalmente, el tema más complejo y que, 
académicamente, requiere de una evaluación 
cuantitativa es identificar en qué tipo de con-
troversia debería utilizarse o preferirse la vía 
del procedimiento administrativo de reclama-
ción —es decir, el mecanismo de solución de 
conflictos vigente— y cuándo debería utilizar-
se el arbitraje de consumo. 

15 Mediante la Resolución del Consejo Directivo 011-99-
CD/Osiptel, publicada el 9 de julio de 1999, se aprobó 
el Reglamento de Arbitraje del Osiptel. Así, el Osiptel 
constituyó un centro de arbitraje, con su Corte Arbitral y 
su Secretaría General. Asimismo, mediante la Resolución 
de Consejo Directivo 012-99-CD/Osiptel, se aprobaron 
las normas sobre materias arbitrables entre empresas ope-
radoras de servicios públicos de telecomunicaciones. Esta 
norma tenía por finalidad delimitar cuáles controversias 
son de libre disposición y cuáles materias no son de libre 
disposición y no pueden ser sometidas a arbitraje.

16 En un artículo reciente y en relación con la pandemia CO-
VID-19, se resalta el arbitraje de consumo virtual (Altami-
rano, 2021). 

Como se aprecia, las reclamaciones en servicios 
públicos de telecomunicaciones recaen en dife-
rentes y variadas materias, algunas más simples 
y otras más complejas (como el incumplimien-
to de ofertas y promociones, o la contratación 
no solicitada), algunas reclamaciones son recu-
rrentes en periodos de tiempo. En este sentido, 
para aquellos supuestos en los que se advierta 
mayor complejidad, recurrencia o especiali-
dad, el arbitraje de consumo puede ser una vía 
atractiva para solucionar de manera definitiva 
y con calidad de cosa juzgada, la controversia 
entre la empresa operadora y el consumidor.
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